
4) ¿Los principios de «quien contamina paga» del artículo 191.2 del Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea, de 
igualdad y no discriminación de los artículos 20 y 21 de la Carta Europea de los Derechos Fundamentales y los 
artículos 3 y 5 de la Directiva 2005/89/CE (2), en tanto que pretenden garantizar «el correcto funcionamiento del mercado 
interior de la electricidad», instando a los Estados miembros para que velen «por que ninguna medida adoptada de conformidad 
con la presente Directiva sea discriminatoria o suponga una carga excesiva para los agentes del mercado», se oponen a una 
normativa nacional que hace recaer la financiación del déficit tarifario sobre la totalidad de las empresas del sector 
eléctrico, pero impone a las empresas nucleoeléctricas (aparte de las hidroeléctricas consideradas de carácter renovable) 
gravámenes tributarios de especial intensidad, recayendo sobre las mismas un mayor peso contributivo respecto de otras 
que actúan en el mercado energético sin tener que hacer frente a estas cargas, algunas de las cuales productora[s] de 
mayor contaminación, justificándolos por motivos de protección del medio ambiente por los riesgos e incertidumbres 
ínsitos en las actividades nucleares, sin concreción de costes, sin establecer el destino de protección medioambiental de 
lo recaudado, estando cubierto[s] por otros gravámenes la gestión y almacenamiento de los residuos y asumiendo las 
empresas nucleoeléctricas la responsabilidad civil, al falsear la libre competencia conforme a las exigencias del mercado 
interior liberalizado al favorecer a otros operadores generadores de electricidad que no tienen que hacer frente a 
impuestos medioambientales cuando utilizan fuentes de producción más contaminantes?

5) ¿Resulta contrario al artículo 191.2 del Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea, «principio de quien contamina 
paga» un impuesto sobre producción de combustible nuclear gastado y residuos radiactivos resultantes de la generación 
de energía nucleoeléctrica, que se hace recaer sólo sobre la industria de generación de energía nuclear, dejando fuera 
cualquier otro sector que pudiera generar dichos residuos, con lo cual otras empresas que realizan una actividad 
utilizando material o fuentes nucleares no resultan gravadas, a pesar de incidir en el aspecto medioambiental a proteger?

(1) Directiva 2009/72/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 13 de julio de 2009, sobre normas comunes para el mercado 
interior de la electricidad y por la que se deroga la Directiva 2003/54/CE (DO 2009 L 211, p. 55).

(2) Directiva 2005/89/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 18 de enero de 2006, sobre las medidas de salvaguarda de la 
seguridad del abastecimiento de electricidad y la inversión en infraestructura (DO 2006, L 33, p. 22).
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1) El principio de «quien contamina paga» recogido en el art. 191.2 del Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea, en 
relación con los artículos 20 y 21 de la Carta de Derechos Fundamentales, que establecen como principios básicos la 
igualdad y no discriminación, proyectados sobre la regulación contenida en la Directiva 2009/72/[CE] (1), artículo[s] 3.1 
y 3.2, en cuanto procura, entre otros fines, un mercado de electricidad competitivo y no discriminatorio, sin que quepa 
alterarlo más que por motivos de interés económico general, incluida la protección del medio ambiente ¿se oponen al 
establecimiento de unos impuestos que recaen sólo sobre las empresas de producción de energía eléctrica que utilizan 
energía nuclear, cuando la verdadera finalidad de dichos gravámenes no es ambiental sino la de aumentar el volumen del 
sistema financiero de la energía eléctrica de suerte que asuman estas empresas, en comparación con otras que realizan la 
misma actividad, una mayor carga en la financiación del déficit tarifario?
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2) En un mercado eléctrico competitivo y no discriminatorio ¿se opone la normativa europea mencionada [a] la 
imposición de tributos medioambientales justificándose su implantación en la consustancial carga contaminante propia 
de la actividad nuclear pero sin establecer concreción normativa alguna — se pretende justificar en el Preámbulo de la 
Ley, de suerte que respecto del impuesto de producción de combustible nuclear gastado y residuos radiactivos se omite 
reflejar en el texto legal con fuerza normativa la internalización de los costes a cubrir, y respecto del almacenamiento de 
residuos radiactivos también existe falta de concreción, dado que los costes de gestión y almacenamiento ya se 
encuentran cubiertos por otros gravámenes, cuando además no se establece claramente el destino de lo recaudado y las 
empresas citadas vienen obligadas a asumir la responsabilidad civil derivada hasta la suma de 1 200 millones?

3) El artículo 3.2 de la Directiva 2009/72/CE, conforme al cual las obligaciones específicas a cargo de la industria de 
generación nuclear que han de imponerse por razones [de] interés general, incluida la protección del medio ambiente, 
deben estar definidas claramente, ser transparentes, no discriminatorias y controlables ¿se opone a los impuestos 
establecidos en la Ley 15/2012, cuando la finalidad medioambiental y las notas que definen los tributos 
medioambientales no tienen concreción en la parte de la disposición legal con fuerza normativa?

4) Los principios de «quien contamina paga» del artículo 191.2 del Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea, de 
igualdad y no discriminación de los artículos 20 y 21 de la Carta Europea de los Derechos Fundamentales y los 
artículos 3 y 5 de la Directiva 2005/89/CE (2), que pretenden garantizar «el correcto funcionamiento del mercado interior de la 
electricidad», instando a los Estados miembros para que velen «por que ninguna medida adoptada de conformidad con la 
presente Directiva sea discriminatoria o suponga una carga excesiva para los agentes del mercado», ¿se oponen a una normativa 
nacional que hace recaer la financiación del déficit tarifario sobre la totalidad de las empresas del sector eléctrico, pero 
impone a las empresas nucleoeléctricas (aparte de las hidroeléctricas consideradas de carácter renovable) gravámenes 
tributarios de especial intensidad, recayendo sobre ellas un mayor peso contributivo respecto de otras que actúan en el 
mercado energético sin tener que hacer frente a estas cargas, algunas de las cuales son productoras de mayor 
contaminación, justificándolo[s] por motivos de protección del medio ambiente por los riesgos e incertidumbres ínsitos 
en las actividades nucleares, sin concreción de costes, sin fijar el destino de protección medioambiental de lo recaudado, 
estando ya cubierto por otros gravámenes el coste de la gestión y almacenamiento de los residuos y asumiendo las 
empresas nucleoeléctricas la responsabilidad civil, al falsear la libre competencia conforme a las exigencias del mercado 
interior liberalizado, al favorecer a otros operadores generadores de electricidad que no han de soportar estos impuestos 
pese a utilizar fuentes de producción más contaminantes?

5) El artículo 191.2 del Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea, que establece el «principio de quien contamina paga» 
¿se opone a un impuesto sobre producción de combustible nuclear gastado y residuos radiactivos resultantes de la 
generación de energía nucleoeléctrica, que se hace recaer sólo sobre la industria de generación de energía nuclear, 
dejando fuera cualquier otro sector que pudiera generar dichos residuos, con lo cual otras empresas que realizan una 
actividad utilizando material o fuentes nucleares no resultan gravadas, pese a su incidencia en los valores de protección 
medioambiental?

(1) Directiva 2009/72/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 13 de julio de 2009, sobre normas comunes para el mercado 
interior de la electricidad y por la que se deroga la Directiva 2003/54/CE (DO 2009 L 211, p. 55).

(2) Directiva 2005/89/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 18 de enero de 2006, sobre las medidas de salvaguarda de la 
seguridad del abastecimiento de electricidad y la inversión en infraestructura (DO 2006, L 33, p. 22).
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